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Observaciones Generales de la Unidad

Fundamentos Teóricos y Prácticos

Esta unidad aborda los fundamentos

teóricos y prácticos del Estado 

Constitucional y Convencional de 

Derecho, con especial énfasis en el 

contexto mexicano tras la reforma 

constitucional de 2011 en materia de 

derechos humanos.

Evolución Histórica y Principios

Se analizará la evolución histórica, los 

principios fundamentales y los 

mecanismos de control que garantizan 

la supremacía constitucional y la 

protección de los derechos humanos en 

el ordenamiento jurídico mexicano.

Marco Jurídico Contemporáneo

El estudio de esta unidad es esencial 

para comprender el marco jurídico 

contemporáneo que rige en México y su 

interacción con el sistema internacional 

de derechos humanos.



Origen y evolución del Estado Constitucional de 
Derecho

Revoluciones Liberales

El Estado Constitucional de Derecho 

tiene sus orígenes en las revoluciones 

liberales del siglo XVIII (francesa y 

americana), que establecieron las 

primeras constituciones escritas como 

límites al poder político.

Primeras Constituciones

Estas revoluciones dieron origen a 

documentos constitucionales que 

establecieron la separación de poderes y 

reconocieron derechos fundamentales 

como pilares del nuevo orden político.

Evolución Contemporánea

El Estado Constitucional de Derecho 

surge como evolución del Estado de 

Derecho clásico, donde no solo importa 

la sujeción a la ley, sino principalmente a 

la Constitución como norma suprema.



Antecedentes históricos

Siglo XVII-XVIII

Pensamiento ilustrado y 

teorías contractualistas 

(Locke, Rousseau, 

Montesquieu) que 

fundamentan la 

limitación del poder y la 

garantía de derechos.

1776-1789

Declaración de 

Independencia de 

EE.UU. y Revolución 

Francesa establecen los 

primeros documentos 

constitucionales 

modernos.

Siglo XIX

Expansión del 

constitucionalismo 

liberal y desarrollo de 

las primeras 

constituciones 

latinoamericanas, 

incluida la mexicana de 

1824.

Siglo XX

Constitucionalismo 

social (Constitución 

mexicana de 1917) y 

desarrollo del Estado 

Constitucional tras la 

Segunda Guerra 

Mundial.



Características del Estado Constitucional de 

Derecho

Supremacía constitucional

La Constitución como norma suprema del ordenamiento jurídico, a la que deben someterse todas las 

demás normas y poderes públicos.

División de poderes

Separación y equilibrio entre los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial como garantía contra la 

concentración y el abuso de poder.

Garantía de derechos fundamentales

Reconocimiento y protección efectiva de los derechos fundamentales como límites al poder estatal y 

como fines del Estado.



Evolución en México

Constitución de 1824

El constitucionalismo mexicano 

inició su camino con la 

Constitución de 1824, 

estableciendo las bases del sistema 

federal mexicano tras la 

independencia.

Constitución de 1917

La Constitución de 1917 marcó un 

hito al ser pionera en la 

incorporación de derechos 

sociales, estableciendo un 

precedente para el 

constitucionalismo social a nivel 

mundial.

Reforma de 2011

La evolución reciente ha estado 

marcada por la reforma de 2011 en 

materia de derechos humanos, 

que transformó profundamente el 

sistema jurídico mexicano al 

incorporar estándares 

internacionales.



La constitucionalización del derecho y la primacía 
constitucional

Constitucionalización del derecho

Es el proceso mediante el cual la 

Constitución permea todo el 

ordenamiento jurídico, condicionando la 

validez e interpretación de todas las 

normas inferiores.

Impacto en ramas jurídicas

Este fenómeno implica que todas las 

ramas del derecho (civil, penal, 

administrativo, etc.) deben interpretarse 

y aplicarse conforme a los principios y 

valores constitucionales.

Reforma constitucional de 2011

En México, este proceso se ha 

intensificado a partir de la reforma 

constitucional de 2011, que elevó los 

derechos humanos a rango 

constitucional.



Principio de supremacía constitucional

Constitución

Norma suprema del ordenamiento jurídico mexicano que 

establece los principios fundamentales del Estado.

Tratados internacionales

Acuerdos entre México y otros Estados que, conforme al artículo 

133, forman parte de la Ley Suprema.

Leyes federales y generales

Normas emanadas del Congreso de la Unión que regulan 

materias de competencia federal.

Constituciones y leyes estatales

Normas fundamentales y ordinarias de las entidades federativas, 

sujetas a la Constitución federal.

Reglamentos y normas administrativas

Disposiciones de carácter general expedidas por el Poder 

Ejecutivo para la aplicación de las leyes.

El artículo 133 de la Constitución Mexicana establece que "Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los 

tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, 

serán la Ley Suprema de toda la Unión."



Efectos de la constitucionalización

Efecto irradiación

Los valores y principios 

constitucionales se proyectan 

sobre todo el ordenamiento 

jurídico, condicionando la 

interpretación de todas las normas.

Efecto vinculación

Todos los poderes públicos están 

vinculados directamente por la 

Constitución, sin necesidad de 

desarrollo legislativo.

Efecto interpretativo

Todas las normas deben 

interpretarse conforme a la 

Constitución (interpretación 

conforme), buscando la 

interpretación que mejor se 

adecue a los valores 

constitucionales.



Jurisprudencia relevante

Principio de supremacía

La supremacía constitucional se 

configura como un principio 

consustancial del sistema jurídico-

político mexicano, colocando a la 

Constitución por encima de todas 

las leyes.

Criterio judicial

El Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha establecido 

este principio en la Tesis P./J. 73/99, 

reafirmando la jerarquía normativa.

Aplicación práctica

"La supremacía constitucional 

descansa en la expresión primaria 

de la soberanía en la expedición de 

la Constitución, y por ello coloca a 

ésta por encima de todas las 

autoridades."

Tesis P./J. 73/99, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación



El paradigma del Estado Convencional de Derecho

Evolución jurídica

El Estado Convencional de Derecho 

representa una evolución del Estado 

Constitucional, donde no solo la 

Constitución, sino también los tratados 

internacionales de derechos humanos, 

constituyen parámetros de validez del 

ordenamiento jurídico.

Estándares internacionales

Este paradigma surge del 

reconocimiento de que la protección 

de los derechos humanos trasciende 

las fronteras nacionales y requiere 

estándares internacionales comunes.

Aplicación dual

Los jueces y autoridades deben aplicar 

tanto el derecho constitucional como 

el convencional, eligiendo la norma 

que brinde mayor protección a las 

personas conforme al principio pro 

persona.



Derecho internacional de los derechos humanos

Declaración Universal de 

Derechos Humanos (1948)

Documento fundacional que 

establece los derechos humanos 

fundamentales que deben 

protegerse en todo el mundo.

Pactos Internacionales (1966)

Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos y Pacto 

Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales.

Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (1969)

Principal instrumento regional de 

derechos humanos en América, 

que crea la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos.

Sistema Interamericano

Compuesto por la Comisión 

Interamericana y la Corte 

Interamericana de Derechos 

Humanos como órganos de 

supervisión.



Bloque de constitucionalidad

El bloque de constitucionalidad es el conjunto de normas que, junto con la Constitución, conforman el parámetro de 

control de la constitucionalidad de las leyes y actos de autoridad.

En México, a partir de la reforma de 2011, el bloque de constitucionalidad incluye:

Constitución Política

La Carta Magna mexicana 

como documento 

fundacional del orden 

jurídico nacional.

Tratados internacionales

Instrumentos 

internacionales de derechos 

humanos ratificados por 

México.

Jurisprudencia 

interamericana

Criterios de la Corte 

Interamericana de Derechos 

Humanos aplicables al 

sistema jurídico mexicano.

Jurisprudencia nacional

Interpretaciones 

constitucionales emitidas 

por los tribunales federales 

mexicanos.



Principio pro persona

El principio pro persona es un criterio hermenéutico fundamental en el sistema jurídico mexicano que guía la interpretación y aplicación de los 

derechos humanos.

Definición

El principio pro persona obliga a las 

autoridades a aplicar la norma o la 

interpretación más favorable a la persona en 

materia de derechos humanos.

Base constitucional

Este principio fue incorporado expresamente 

en el artículo 1° constitucional tras la reforma 

de 2011 y constituye una pieza clave del Estado 

Convencional de Derecho en México.

Aplicación práctica

"En materia de derechos humanos, las 

autoridades deben aplicar la norma más 

favorable a la persona, con independencia 

de su jerarquía normativa."

Artículo 1°, párrafo segundo, Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos



Fuentes y jerarquía normativa en el sistema jurídico 

mexicano

La reforma constitucional de 2011 transformó profundamente el sistema de fuentes del derecho en México.

Sistema jerárquico tradicional

Antes de 2011, existía una estructura 

piramidal rígida con la Constitución en 

la cúspide y los tratados internacionales 

subordinados a ella.

Reforma constitucional de 2011

La reforma modificó el artículo 1°

constitucional, reconociendo que todas 

las personas gozan de los derechos 

humanos tanto en la Constitución como 

en tratados internacionales.

Nuevo bloque constitucional

Se elevaron los tratados internacionales 

de derechos humanos al mismo nivel 

que la Constitución, creando un nuevo 

paradigma en el sistema de fuentes del 

derecho mexicano.



Sistema de fuentes post-reforma 2011

Constitución y tratados de derechos humanos

Conforman el bloque de constitucionalidad y ocupan la cúspide del ordenamiento jurídico.

Jurisprudencia constitucional e interamericana

Interpretaciones vinculantes de la Suprema Corte y la Corte Interamericana sobre 

derechos humanos.

Leyes generales y federales

Emitidas por el Congreso de la Unión en materias de su competencia.

Constituciones y leyes estatales

Normas de las entidades federativas que deben respetar 

el bloque de constitucionalidad.



Contradicción de Tesis 293/2011

Esta importante resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció criterios fundamentales sobre derechos humanos:

Rango constitucional

Los derechos humanos de fuente internacional 

tienen el mismo nivel jerárquico que los contenidos 

en la Constitución.

Restricciones constitucionales

En caso de restricción expresa en la Constitución, 

prevalece la norma constitucional sobre los 

tratados internacionales.

Jurisprudencia vinculante

La jurisprudencia de la Corte Interamericana es 

obligatoria para todos los jueces mexicanos.

"Las normas de derechos humanos, independientemente de su fuente, no se relacionan en términos jerárquicos... pero cuando en la Constitución haya una 

restricción expresa al ejercicio de los derechos humanos, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional."

Contradicción de Tesis 293/2011, SCJN



Caso Rosendo Radilla y su impacto

La sentencia de la Corte Interamericana en el caso Radilla Pacheco vs. México (2009) fue determinante para la transformación 

del sistema jurídico mexicano, al establecer:

Control de convencionalidad

Obligación de todos los jueces 

mexicanos de revisar la compatibilidad 

de las normas internas con los tratados 

internacionales de derechos humanos.

Límites al fuero militar

Establecimiento de que el fuero militar 

no es aplicable en casos donde existan 

violaciones a derechos humanos de 

civiles.

Adecuación normativa

Necesidad de modificar el marco 

jurídico interno para cumplir con los 

estándares internacionales de 

protección de derechos humanos.

El caso Radilla representa un hito en la evolución del sistema jurídico mexicano hacia un Estado Convencional de Derecho.



Control de 

constitucionalidad y 

convencionalidad

Control de 

constitucionalidad

Es el mecanismo mediante el 

cual se verifica que las leyes y 

actos de autoridad sean 

conformes con la 

Constitución.

Control de 

convencionalidad

Es el examen de 

compatibilidad entre los 

actos y normas nacionales y 

la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos y 

otros tratados.

Ambos controles son complementarios y buscan garantizar 

la supremacía del bloque de constitucionalidad.



Tipos de control constitucional en México

Control concentrado

Ejercido exclusivamente por el 

Poder Judicial de la Federación a 

través de mecanismos como el 

amparo, las controversias 

constitucionales y las acciones 

de inconstitucionalidad.

Control difuso

Facultad de todos los jueces para 

inaplicar normas contrarias a la 

Constitución en casos concretos, 

sin hacer una declaración 

general de inconstitucionalidad.

Control por órganos no 

jurisdiccionales

Ejercido por órganos como la 

CNDH o el INE, que pueden 

inaplicar normas en el ámbito de 

sus competencias.



Mecanismos de control constitucional

Juicio de Amparo

Protege a las personas contra leyes 

o actos de autoridad que violen sus 

derechos humanos. Regulado por 

los artículos 103 y 107 

constitucionales y la Ley de Amparo.

Controversia Constitucional

Resuelve conflictos entre órganos y 

niveles de gobierno sobre invasión 

de competencias. Regulada por el 

artículo 105, fracción I constitucional.

Acción de Inconstitucionalidad

Permite impugnar la 

constitucionalidad de normas 

generales por minorías 

parlamentarias, partidos políticos y 

otros órganos. Regulada por el 

artículo 105, fracción II 

constitucional.



Control de convencionalidad

Definición y alcance

El control de convencionalidad fue definido por 

la Corte Interamericana como la obligación de 

los jueces nacionales de verificar la 

compatibilidad de las normas internas con la 

Convención Americana.

Implementación en México

En México, a partir del caso Radilla y la reforma 

de 2011, todos los jueces están obligados a 

realizar este control, inaplicando normas 

contrarias a los tratados de derechos humanos.

Jurisprudencia interamericana

"Cuando un Estado ha ratificado un tratado 

internacional como la Convención 

Americana, sus jueces también están 

sometidos a ella, lo que les obliga a velar 

porque el efecto útil de la Convención no se 

vea mermado por la aplicación de leyes 

contrarias a su objeto y fin."

Corte IDH, Caso Almonacid Arellano vs. Chile, 

2006



Diferencias y convergencias

Aspecto Control de constitucionalidad Control de convencionalidad

Parámetro Constitución nacional Tratados internacionales de 

derechos humanos

Órganos que lo ejercen Principalmente el Poder 

Judicial

Todos los jueces y autoridades

Efectos Puede tener efectos generales 

o particulares

Generalmente efectos 

particulares (inaplicación)

Fundamento en México Artículos 1°, 103, 105 y 107 

constitucionales

Artículo 1° constitucional y 

jurisprudencia interamericana



Expediente Varios 912/2010 (Caso Radilla)

En este histórico expediente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció:

Obligatoriedad de 

sentencias 

interamericanas

Las sentencias de la Corte 

Interamericana son 

vinculantes para todas las 

autoridades mexicanas, 

estableciendo un nuevo 

paradigma judicial.

Control de 

convencionalidad ex 

officio

Todos los jueces mexicanos 

tienen el deber de verificar 

la compatibilidad de las 

normas internas con los 

tratados internacionales de 

derechos humanos.

Modelo de control difuso

Se estableció un sistema 

donde todos los jueces 

pueden realizar control de 

constitucionalidad y 

convencionalidad en el 

ámbito de sus 

competencias.

Restricción del fuero 

militar

Las violaciones a derechos 

humanos cometidas por 

militares contra civiles 

deben ser juzgadas en 

tribunales civiles, no 

militares.



Modelo de control difuso

Interpretación conforme en 

sentido amplio

Interpretar el orden jurídico a 

la luz de los derechos 

humanos reconocidos en la 

Constitución y tratados 

internacionales.

Interpretación conforme en 

sentido estricto

Cuando hay varias 

interpretaciones, elegir aquella 

que haga compatible la norma 

con los derechos humanos.

Inaplicación

Como último recurso, cuando 

no es posible una 

interpretación conforme, 

inaplicar la norma contraria a 

derechos humanos.



Jurisprudencia relevante sobre control de 

convencionalidad

Tesis P. LXVIII/2011 (9a.), Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Derechos constitucionales

"Los jueces nacionales deben inicialmente 

observar los derechos humanos 

establecidos en la Constitución 

Mexicana..." al aplicar el control de 

convencionalidad.

Tratados internacionales

"...y en los tratados internacionales de los 

que el Estado mexicano sea parte, así 

como los criterios emitidos por el Poder 

Judicial de la Federación al 

interpretarlos..."

Interpretación más favorable

"...y acudir a los criterios interpretativos de 

la Corte Interamericana para evaluar si 

existe alguno que resulte más favorecedor 

y procure una protección más amplia del 

derecho que se pretende proteger."



Casos emblemáticos

Caso González y otras ("Campo 

Algodonero") vs. México

Sentencia de la Corte IDH sobre 

feminicidios en Ciudad Juárez que 

estableció estándares sobre 

violencia de género y debida 

diligencia.

Caso Fernández Ortega y otros 

vs. México

Sentencia sobre violencia sexual 

contra mujeres indígenas por 

militares, que reforzó la restricción 

del fuero militar.

Caso Trujillo Oroza vs. Bolivia

Aunque no es contra México, este 

caso estableció estándares sobre 

desaparición forzada que han sido 

aplicados por jueces mexicanos.



Retos actuales

Implementación efectiva

A pesar del marco normativo avanzado, persisten desafíos en la implementación efectiva del 

control de convencionalidad por todos los jueces mexicanos.

Restricciones constitucionales

La doctrina de la prevalencia de las restricciones constitucionales expresas (CT 293/2011) puede 

limitar la aplicación plena de estándares internacionales.

Capacitación judicial

Necesidad de fortalecer la formación de jueces y operadores jurídicos en derecho internacional de 

los derechos humanos y técnicas de interpretación.



Perspectivas futuras

El Estado Constitucional y Convencional de Derecho en México continúa evolucionando, con tendencias hacia:

Diálogo entre cortes

Mayor intercambio 

jurisprudencial entre 

tribunales nacionales e 

internacionales para 

fortalecer el sistema de 

protección de derechos.

Estándares comunes

Desarrollo de criterios 

uniformes para la 

protección de derechos 

humanos aplicables en 

múltiples jurisdicciones.

Independencia judicial

Fortalecimiento de la 

autonomía de jueces y 

tribunales para garantizar 

decisiones imparciales 

basadas en derecho.

Acceso a la justicia

Ampliación de 

mecanismos que 

permitan a todos los 

ciudadanos acceder 

efectivamente a la justicia 

constitucional.



Conclusiones

Evolución histórica

El Estado Constitucional de Derecho 

ha evolucionado desde las 

revoluciones liberales hasta 

incorporar estándares 

internacionales de derechos 

humanos, transformándose en un 

Estado Convencional de Derecho.

Reforma constitucional de 2011

La reforma en materia de derechos 

humanos de 2011 representó un 

cambio paradigmático en el sistema 

jurídico mexicano, elevando los 

tratados internacionales al rango 

constitucional.

Bloque de constitucionalidad

Se ha conformado un bloque de 

constitucionalidad integrado por la 

Constitución y los tratados 

internacionales de derechos 

humanos, que sirve como 

parámetro de validez de todo el 

ordenamiento.



Conclusiones (continuación)

Control difuso

Se ha establecido un modelo de 

control difuso que faculta a todos 

los jueces mexicanos para realizar 

control de constitucionalidad y 

convencionalidad, inaplicando 

normas contrarias a derechos 

humanos.

Principio pro persona

El principio pro persona se ha 

convertido en el criterio 

hermenéutico fundamental para la 

interpretación y aplicación de los 

derechos humanos en México.

Jurisprudencia interamericana

La jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos 

Humanos ha adquirido carácter 

vinculante para todas las 

autoridades mexicanas, 

enriqueciendo la interpretación 

constitucional.



Control Constitucional y Convencional

Complementariedad de controles

Los controles de constitucionalidad y convencionalidad 

son complementarios y buscan el mismo fin: garantizar la 

supremacía del bloque de constitucionalidad y la 

protección efectiva de los derechos humanos.

Retos pendientes

Persisten desafíos en la implementación efectiva del 

modelo, especialmente en la capacitación judicial y en la 

resolución de tensiones entre restricciones 

constitucionales y estándares internacionales.



Segunda Unidad
El Bloque de 

Constitucionalidad y 
Convencionalidad: 
Concepto y Alcance
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Observaciones Generales de la Unidad

Esta unidad aborda el concepto fundamental del Bloque de Constitucionalidad y Convencionalidad en el sistema jurídico 

mexicano.

Reforma Constitucional 2011

La reforma constitucional de 2011 en 

materia de derechos humanos 

transformó el sistema jurídico mexicano, 

estableciendo nuevos paradigmas para 

la protección de derechos 

fundamentales.

Incorporación de Tratados

Los tratados internacionales se han 

incorporado al ordenamiento jurídico 

mexicano, ampliando el catálogo de 

derechos y obligaciones del Estado.

Evolución Jurisprudencial

La jurisprudencia de la Suprema Corte 

ha definido el alcance y aplicación del 

Bloque de Constitucionalidad, 

estableciendo criterios para su 

interpretación y aplicación.



Definición y naturaleza jurídica del Bloque de 
Constitucionalidad

Concepto Integrador

El Bloque de Constitucionalidad es 

un concepto jurídico que amplía los 

parámetros para determinar la 

validez de las normas dentro del 

sistema jurídico mexicano.

Expansión Normativa

Integra no solo la Constitución sino 

también otras normas y principios 

que, sin aparecer formalmente en el 

texto constitucional, tienen 

relevancia constitucional.

Control Constitucional

Estas normas y principios son 

utilizados como parámetros de 

control de constitucionalidad, 

ampliando el marco de referencia 

para la validez normativa.



Elementos del Bloque de Constitucionalidad

Constitución Política

Texto formal de la 

Constitución Mexicana como 

norma suprema del 

ordenamiento jurídico.

Tratados Internacionales

Instrumentos internacionales 

ratificados por México en 

materia de derechos 

humanos.

Jurisprudencia

Interpretaciones vinculantes 

de la SCJN y tribunales 

internacionales.

Principios Constitucionales

Principios implícitos derivados 

del sistema constitucional 

mexicano.



Naturaleza Jurídica del Bloque

El Bloque de Constitucionalidad presenta una naturaleza jurídica dual que se manifiesta en sus funciones principales:

Parámetro de Validez

Funciona como estándar para 

determinar la constitucionalidad y 

convencionalidad de leyes y actos de 

autoridad en el sistema jurídico 

mexicano.

Herramienta Hermenéutica

Sirve como instrumento 

interpretativo que permite a los 

juzgadores armonizar las normas 

jurídicas con los principios 

constitucionales y convencionales.

Conjunto Normativo Integrado

Constituye un sistema normativo 

cohesionado que integra la 

Constitución con los tratados 

internacionales para la protección 

efectiva de los derechos humanos.



Evolución del Concepto

1 Origen en Francia (1971)

El concepto surge con la decisión del Consejo Constitucional francés que incorporó la 

Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano al bloque de constitucionalidad.

2 Desarrollo en Colombia (1990s)

La Corte Constitucional colombiana desarrolló ampliamente el concepto, influyendo en 

otros países latinoamericanos.

3 Incorporación en México (2011)

Con la reforma constitucional en materia de derechos humanos, México adopta 

formalmente el concepto, transformando su sistema jurídico.



Incorporación de tratados internacionales de 
derechos humanos

Reforma Constitucional de 2011

Esta histórica reforma modificó el 

artículo 1° de la Constitución 

Mexicana, transformando el marco 

jurídico de derechos humanos en el 

país.

Artículo 1° Constitucional

Establece que todas las personas 

gozarán de los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución y en 

los tratados internacionales de los 

que México sea parte.

Incorporación de Tratados

La reforma permite que los tratados 

internacionales de derechos 

humanos ratificados por México se 

integren al ordenamiento jurídico 

nacional.



Artículo 1° Constitucional

"En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece."

Esta disposición constitucional es la base jurídica que permite la incorporación de los tratados internacionales de derechos humanos al bloque de 

constitucionalidad mexicano.

Texto Constitucional

El Artículo 1° establece el reconocimiento de los 

derechos humanos tanto en la Constitución 

como en tratados internacionales.

Tratados Internacionales

Los tratados de derechos humanos ratificados 

por México se incorporan al bloque de 

constitucionalidad.

Base Jurídica

Esta disposición fundamenta la integración del 

derecho internacional de derechos humanos 

en el sistema jurídico mexicano.



Proceso de Incorporación de Tratados

Negociación y Firma

El Ejecutivo Federal 

negocia y firma el 

tratado internacional en 

representación del 

Estado Mexicano.

Aprobación del 

Senado

Conforme al artículo 76, 

fracción I de la 

Constitución, el Senado 

debe aprobar los 

tratados 

internacionales.

Ratificación y 

Depósito

El Ejecutivo ratifica el 

tratado y realiza el 

depósito del 

instrumento 

correspondiente.

Publicación en el DOF

Para su validez interna, 

el tratado debe 

publicarse en el Diario 

Oficial de la Federación.



Jerarquía de los Tratados Internacionales

Antes de la reforma de 2011

La SCJN había establecido que los tratados 

internacionales se ubicaban jerárquicamente por 

debajo de la Constitución pero por encima de las leyes 

federales (Tesis P. LXXVII/99).

Después de la reforma de 2011

Se establece un nuevo paradigma donde los tratados 

de derechos humanos adquieren rango constitucional, 

formando parte del bloque de constitucionalidad.



Principales Tratados Incorporados

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1981)

Establece derechos fundamentales como el derecho a la vida, libertad, seguridad jurídica y 

participación política.

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1981)

También conocida como "Pacto de San José", es el instrumento regional más importante en 

materia de derechos humanos.

Convención sobre los Derechos del Niño (1990)

Reconoce derechos específicos para niñas, niños y adolescentes, estableciendo obligaciones 

especiales para su protección.



Criterios jurisprudenciales de la SCJN

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido diversos criterios jurisprudenciales que han definido el alcance y aplicación 

del Bloque de Constitucionalidad y Convencionalidad en México.

Contradicción de Tesis 

293/2011

Estableció que las normas de 

derechos humanos contenidas 

en tratados internacionales 

tienen rango constitucional, 

reforzando el concepto del 

bloque de constitucionalidad 

en México.

Caso Radilla Pacheco

Marcó un precedente 

fundamental al reconocer la 

obligatoriedad de las 

sentencias de la Corte 

Interamericana y establecer el 

control difuso de 

convencionalidad.

Expediente Varios 912/2010

Determinó que todos los 

jueces mexicanos deben 

realizar un control de 

convencionalidad ex officio, 

adecuando sus resoluciones a 

los derechos humanos.

Acción de 

Inconstitucionalidad 

155/2007

Reforzó la interpretación del 

principio pro persona como 

criterio hermenéutico para la 

aplicación de derechos 

humanos en el sistema 

jurídico mexicano.



Contradicción de Tesis 293/2011

Este criterio jurisprudencial es fundamental para entender el bloque de constitucionalidad en México. La 

SCJN determinó que:

Rango constitucional

Los derechos humanos de 

fuente internacional tienen 

rango constitucional

Jurisprudencia vinculante

La jurisprudencia de la Corte 

Interamericana es vinculante 

para México

Prevalencia constitucional

En caso de restricción expresa en 

la Constitución, prevalece la 

norma constitucional



Caso Radilla Pacheco

El caso

La sentencia de la Corte 

Interamericana de Derechos 

Humanos en el caso Radilla 

Pacheco vs. México (2009) marcó un 

hito en la recepción del derecho 

internacional de los derechos 

humanos en México.

La sentencia

La Corte Interamericana condenó al 

Estado mexicano por la 

desaparición forzada de Rosendo 

Radilla, estableciendo importantes 

precedentes sobre derechos 

humanos.

Impacto judicial

La SCJN (Expediente Varios 

912/2010) estableció que todos los 

jueces mexicanos deben realizar 

control de convencionalidad ex 

officio, contrastando normas 

internas con la Constitución y 

tratados internacionales.



Expediente Varios 912/2010

Control difuso

Se reconoció que todos los jueces mexicanos pueden realizar control de constitucionalidad y 

convencionalidad, abandonando el monopolio del Poder Judicial Federal.

Restricción del fuero militar

Se estableció que las violaciones a derechos humanos cometidas por militares contra civiles 

deben ser juzgadas por tribunales civiles.

Obligatoriedad de sentencias interamericanas

Se determinó que las sentencias de la Corte IDH son obligatorias para México cuando es parte en 

el litigio.



Acción de Inconstitucionalidad 155/2007

Decisión de la SCJN

La Suprema Corte de Justicia de la 

Nación determinó que los tratados 

internacionales pueden servir como 

parámetro para determinar la 

validez de normas cuando 

contienen disposiciones protectoras 

de derechos humanos.

Parámetro de validez

Los tratados internacionales 

ratificados por México fueron 

reconocidos como instrumentos 

para evaluar la constitucionalidad 

de las normas internas, 

especialmente en materia de 

derechos humanos.

Antecedente crucial

Este criterio jurisprudencial 

constituyó un antecedente 

importante para el reconocimiento 

del bloque de constitucionalidad, 

incluso antes de la reforma 

constitucional de 2011.



Contradicción de Tesis 21/2011

La SCJN estableció que el control de convencionalidad ex officio debe realizarse en tres pasos:

Interpretación conforme en sentido amplio

Interpretar el orden jurídico a la luz de los derechos humanos.

Interpretación conforme en sentido estricto

Elegir la interpretación más favorable a los derechos humanos.

Inaplicación de la norma

Como último recurso, inaplicar la norma cuando sea imposible una interpretación conforme.



La interpretación conforme y el principio pro persona

El artículo 1° constitucional, párrafo segundo, establece:

"Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados 

internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia."

Interpretación Conforme

Implica analizar las normas de derechos 

humanos a la luz tanto de la Constitución 

como de los tratados internacionales, 

buscando su armonización.

Principio Pro Persona

Exige favorecer en todo momento la 

interpretación que brinde la protección 

más amplia a los derechos de las personas.

Aplicación Práctica

Los operadores jurídicos deben aplicar 

estos principios al resolver casos concretos, 

garantizando la máxima protección de 

derechos humanos.



Interpretación Conforme

La interpretación conforme es una técnica hermenéutica que busca armonizar el contenido de las 

normas con la Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos.
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Técnica de armonización

La interpretación conforme busca armonizar las 

normas jurídicas con los estándares 

constitucionales y convencionales, creando un 

sistema normativo coherente.
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Selección de interpretación preferente

Implica que cuando una disposición legal admite 

más de una interpretación, debe preferirse aquella 

que sea acorde con la Constitución y los tratados 

internacionales.



Tipos de Interpretación Conforme

Interpretación conforme 

en sentido amplio

Implica que los jueces deben 

interpretar el ordenamiento 

jurídico a la luz de los 

derechos humanos 

reconocidos en la 

Constitución y en los tratados 

internacionales.

Interpretación conforme 

en sentido estricto

Cuando existen varias 

interpretaciones 

jurídicamente válidas, los 

jueces deben preferir aquella 

que haga a la ley acorde a los 

derechos humanos.



Principio Pro Persona

Interpretación más amplia

El principio pro persona es un criterio hermenéutico 

que obliga a la autoridad a acudir a la norma más 

amplia o a la interpretación más extensiva cuando se 

trata de reconocer derechos.

Restricción mínima

Cuando se trata de establecer restricciones o 

limitaciones, se debe acudir a la norma o interpretación 

menos restrictiva.



Aplicación del Principio Pro Persona

Identificación de normas 

aplicables

Determinar qué normas, 

nacionales e internacionales, son 

aplicables al caso concreto.

Comparación de protecciones

Analizar qué norma ofrece una 

protección más amplia o menos 

restrictiva para la persona.

Selección de la norma más 

favorable

Aplicar la norma o interpretación 

que mejor proteja los derechos 

de la persona.



Criterios Jurisprudenciales sobre Pro Persona

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido a través de diversas tesis jurisprudenciales los siguientes 

criterios sobre el principio pro persona:

Criterio de 

interpretación universal

Es un criterio de 

interpretación que rige en 

todo el sistema jurídico 

mexicano, aplicable a todas 

las autoridades

Implica acudir a la norma 

más amplia o 

interpretación más 

extensiva cuando se trata 

de proteger derechos

No implica que siempre 

deban resolverse los 

asuntos de acuerdo con las 

pretensiones de los 

gobernados

Debe aplicarse en conjunto 

con otros principios 

interpretativos para 

garantizar la correcta 

impartición de justicia



Armonización entre derecho interno y derecho 

internacional

La armonización entre el derecho interno y el derecho internacional de los derechos humanos es un proceso continuo que 

busca la coherencia normativa y la efectiva protección de los derechos fundamentales.

Coherencia normativa

Busca eliminar 

contradicciones entre las 

normas nacionales y los 

estándares internacionales 

para crear un sistema jurídico 

armónico.

Interpretación judicial

Los jueces nacionales aplican 

criterios de interpretación 

que integran las obligaciones 

internacionales al derecho 

interno.

Adaptación legislativa

Modificación de leyes 

nacionales para incorporar y 

reflejar los compromisos 

internacionales adquiridos 

por el Estado.

Diálogo jurisdiccional

Intercambio de criterios entre 

tribunales nacionales e 

internacionales para 

fortalecer la protección de 

derechos humanos.



Métodos de Armonización

Reformas Legislativas

Modificación de leyes internas 

para adecuarlas a estándares 

internacionales.

Interpretación Judicial

Aplicación de técnicas 

interpretativas por jueces para 

armonizar normas.
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Políticas Públicas

Implementación de 

programas y acciones 

gubernamentales acordes con 

obligaciones internacionales.

Formación Jurídica

Capacitación a operadores 

jurídicos en estándares 

internacionales de derechos 

humanos.



Desafíos en la Armonización

Desafíos Estructurales

• Resistencia al cambio en instituciones jurídicas 

tradicionales

• Falta de conocimiento sobre estándares internacionales

• Complejidad del sistema federal mexicano

Desafíos Interpretativos

• Contradicciones aparentes entre normas internas e 

internacionales

• Determinación del alcance de las restricciones 

constitucionales

• Aplicación coherente del principio pro persona



Caso Práctico: Matrimonio Igualitario

Marco Legal Anterior

El Código Civil Federal definía 

tradicionalmente el matrimonio 

como la unión entre un hombre y una 

mujer, lo que restringía el acceso a 

este derecho para parejas del mismo 

sexo.

Intervención de la SCJN

La Suprema Corte de Justicia de la 

Nación determinó que esta definición 

restrictiva era inconstitucional, 

basándose en el principio de igualdad 

reconocido en la Constitución y en 

tratados internacionales de derechos 

humanos.

Armonización Normativa

Como resultado, la Corte estableció 

jurisprudencia que obligó a modificar 

las legislaciones estatales, 

representando un caso exitoso de 

armonización entre el derecho 

interno y los estándares 

internacionales de derechos 

humanos.



Caso Práctico: Derechos de Pueblos Indígenas

La armonización entre el derecho interno y el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales 

ha llevado a importantes avances:

Consulta previa

Reconocimiento del derecho a la consulta previa, libre e informada en proyectos que afecten 

territorios indígenas.

Sistemas normativos internos

Reconocimiento de los sistemas de justicia indígena como parte del sistema jurídico mexicano.

Interpretación con perspectiva intercultural

Desarrollo de criterios para que jueces interpreten normas considerando la cosmovisión indígena.



Control de Convencionalidad

Definición y Alcance

El control de convencionalidad es una 

herramienta fundamental para la 

armonización. Implica que los jueces 

nacionales deben verificar la 

compatibilidad de las normas 

internas con la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos 

y otros tratados.

Aplicación Ex Officio

La Corte Interamericana ha 

establecido que este control debe ser 

realizado ex officio por todos los 

jueces y autoridades en el marco de 

sus competencias.

Implementación Práctica

Este mecanismo permite a los jueces 

nacionales aplicar directamente 

estándares internacionales, creando 

un sistema integrado de protección 

de derechos humanos en el ámbito 

nacional e internacional.



Diálogo Jurisprudencial

El diálogo jurisprudencial entre tribunales nacionales e internacionales es esencial para la armonización 

efectiva:

Tribunales Nacionales

Incorporan estándares internacionales en sus resoluciones y desarrollan interpretaciones 

innovadoras.

Tribunales Internacionales

Consideran contextos nacionales y desarrollan estándares adaptables a diferentes realidades.

Resultado

Desarrollo de un corpus juris interamericano que enriquece tanto el derecho interno como el 

internacional.



Conclusiones

Paradigma Transformador

El Bloque de Constitucionalidad 

y Convencionalidad representa 

una transformación 

fundamental en el sistema 

jurídico mexicano, ampliando la 

protección de derechos 

humanos.

Integración Normativa

Integra los derechos humanos 

de fuente nacional e 

internacional, creando un 

conjunto normativo coherente 

que fortalece la protección 

jurídica.

Aplicación Judicial

Permite a los jueces y 

autoridades aplicar estándares 

internacionales en sus 

decisiones, garantizando una 

mayor protección para las 

personas.



Conclusiones:

Transformación 
constitucional

La reforma de 2011 

transformó radicalmente 

el sistema jurídico 

mexicano al incorporar 

los derechos humanos de 

fuente internacional al 

bloque de 

constitucionalidad.

Jerarquía normativa

Los tratados 

internacionales de 

derechos humanos 

tienen rango 

constitucional, formando 

parte del parámetro de 

regularidad 

constitucional.

Criterio de prevalencia

En caso de restricciones 

expresas en la 

Constitución, prevalece la 

norma constitucional, 

según lo establecido en la 

Contradicción de Tesis 

293/2011.

Control difuso

Todos los jueces 

mexicanos están 

facultados para realizar 

control de 

constitucionalidad y 

convencionalidad en el 

ámbito de sus 

competencias.



Principios Fundamentales del Bloque de 

Constitucionalidad

Principio pro persona

Este principio 

hermenéutico obliga a 

preferir la interpretación 

más favorable a la persona, 

constituyendo una guía 

fundamental para la 

aplicación del bloque.

Interpretación 

conforme

Las normas deben 

interpretarse de manera 

armónica con la 

Constitución y los tratados 

internacionales, buscando 

preservar su validez.

Armonización continua

La armonización entre 

derecho interno e 

internacional es un proceso 

dinámico que requiere 

esfuerzos legislativos, 

judiciales y de política 

pública.

Diálogo jurisprudencial

El intercambio entre 

tribunales nacionales e 

internacionales enriquece 

la interpretación y 

aplicación de los derechos 

humanos en México.



Tercera Unidad
Principios

Constitucionales y 
Convencionales Rectores 

del Proceso Penal 
Adversarial
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Observaciones Generales de la Unidad

La reforma constitucional de 2008 transformó radicalmente el sistema de justicia penal mexicano.

Transformación del Sistema

Transición de un modelo mixto 

inquisitivo a uno acusatorio 

adversarial, representando un 

cambio profundo en la 

administración de justicia.

Principios Constitucionales

Esta unidad examina los principios 

fundamentales que rigen este 

nuevo sistema desde la perspectiva 

constitucional mexicana.

Marco Convencional

Análisis del marco convencional 

internacional y su aplicación 

esencial para comprender la 

operación del sistema penal 

acusatorio en la práctica jurídica 

mexicana.



Contexto Histórico

La reforma constitucional en materia penal de 2008 representó un cambio paradigmático en el sistema de justicia mexicano. 

Esta transformación respondió a diversas problemáticas:

Ineficiencia del sistema 

anterior

El sistema inquisitivo mixto 

que operaba previamente se 

caracterizaba por su lentitud, 

opacidad y excesiva 

burocracia que impedía una 

justicia pronta y expedita.

Altos índices de 

impunidad

La mayoría de los delitos 

quedaban sin resolver y los 

responsables sin castigo, 

generando desconfianza 

ciudadana en las 

instituciones de justicia.

Violaciones sistemáticas a 

derechos humanos

Prácticas como la detención 

arbitraria, la tortura para 

obtener confesiones y los 

procesos sin garantías 

adecuadas eran frecuentes 

en el sistema anterior.

Presión internacional

Diversos organismos 

internacionales y tratados 

ratificados por México exigían 

la modernización del sistema 

penal para cumplir con 

estándares globales de 

justicia.



Principios Constitucionales

Los principios constitucionales del proceso penal adversarial están consagrados principalmente en el 

artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Marco Constitucional

El artículo 20 constitucional 

establece las bases 

fundamentales que rigen el 

proceso penal acusatorio en 

México.

Sistema Acusatorio

Los principios constitucionales 

conforman la columna vertebral 

del sistema acusatorio 

adversarial moderno.

Proceso Justo

Estos principios garantizan un 

proceso justo y equitativo para 

todas las partes involucradas en 

el proceso penal.



Debido Proceso

El debido proceso está garantizado en los artículos 14, 16 y 20 de la Constitución Mexicana, asegurando que toda persona sea 

juzgada conforme a leyes previamente establecidas.

Fundamento 

Constitucional

Implica que toda persona 

tiene derecho a ser juzgada 

conforme a leyes 

previamente establecidas, 

por tribunales competentes y 

mediante procedimientos 

legalmente establecidos.

Derecho a ser oído

Garantiza que todo individuo 

pueda expresarse y presentar 

sus argumentos ante la 

autoridad judicial durante el 

proceso penal.

Derecho a ofrecer pruebas

Asegura la posibilidad de 

presentar elementos 

probatorios que sustenten la 

defensa o acusación dentro 

del procedimiento judicial.

Derecho a una defensa 

adecuada

Permite contar con asistencia 

jurídica profesional para 

proteger los intereses de la 

persona sometida a proceso.



Presunción de Inocencia

Definición

Toda persona debe ser 

considerada inocente 

hasta que se demuestre 

su culpabilidad mediante 

sentencia firme emitida 

por el juez competente.

Base Legal

Artículo 20, apartado B, 

fracción I de la 

Constitución Mexicana y 

artículo 13 del Código 

Nacional de 

Procedimientos Penales.

Implicaciones

La carga de la prueba corresponde a la parte acusadora y 

cualquier duda debe resolverse a favor del imputado (in 

dubio pro reo).



Principio de Publicidad

El principio de publicidad establece que las audiencias serán públicas, con el objetivo de garantizar la transparencia 

del proceso penal y permitir el escrutinio social de la administración de justicia.

Transparencia Judicial

Las audiencias públicas permiten el 

escrutinio social de la administración 

de justicia, fortaleciendo la confianza 

en el sistema judicial.

Excepciones Necesarias

Existen limitaciones a la publicidad 

cuando se requiere protección de 

datos personales, seguridad nacional, 

o protección de víctimas y testigos.

Protección Especial

El tribunal puede restringir la 

publicidad cuando sea necesario para 

proteger a menores de edad, víctimas 

de delitos sensibles o testigos en 

situación de riesgo.



Principio de Contradicción

Presentación de Pruebas

Las partes tienen derecho a conocer, controvertir o confrontar los medios de prueba, así como a 

oponerse a las peticiones y alegatos de la otra parte.

Debate Probatorio

Permite que tanto la defensa como la fiscalía puedan debatir los elementos probatorios en 

igualdad de condiciones.

Decisión Judicial

El juez resuelve con base en los argumentos y pruebas presentados por ambas partes durante el 

juicio oral.

Fundamento: Artículo 20, apartado A, fracción VI de la Constitución Mexicana.



Principio de Inmediación

Presencia Obligatoria del Juez

La inmediación exige que toda 

audiencia se desarrolle en 

presencia del juez, sin que pueda 

delegar en ninguna persona el 

desahogo y la valoración de las 

pruebas.

Contacto Directo

Este principio garantiza que el 

juzgador tenga contacto directo 

con las partes y las pruebas, lo que 

le permite formarse una impresión 

inmediata de los hechos y 

argumentos presentados.

Base Constitucional

Fundamento: Artículo 20, apartado 

A, fracción II de la Constitución 

Mexicana.



Principio de Continuidad

1Inicio del Proceso

Las audiencias deben realizarse de forma 

continua, sucesiva y secuencial, 

preferentemente en un mismo día o en 

días consecutivos.
2 Desarrollo

Se busca evitar interrupciones 

prolongadas que puedan afectar la 

percepción del juez sobre las pruebas y 

testimonios.

3Conclusión

La sentencia debe dictarse 

inmediatamente después de concluido el 

debate, salvo casos excepcionales.

Fundamento: Artículo 20, apartado A, fracción X de la Constitución Mexicana.



Otros Principios Constitucionales

Concentración

Busca que el desahogo de 

pruebas, el desarrollo del 

debate y la emisión de la 

resolución se realicen en un 

mismo acto procesal.

Igualdad Procesal

Las partes deben tener las 

mismas oportunidades para 

hacer valer sus derechos y 

ejercer sus defensas.

Celeridad

Procura que el proceso se 

desarrolle sin dilaciones 

indebidas, respetando los 

plazos establecidos.

Escritura

Aunque predomina la oralidad, 

ciertos actos procesales 

requieren constancia escrita 

para su validez.



Principios Convencionales

Los principios convencionales son aquellos derivados de tratados internacionales ratificados por México, que complementan y 

fortalecen los principios constitucionales del proceso penal.

Tratados Internacionales

Los principios convencionales se derivan 

de instrumentos internacionales como la 

Convención Americana sobre Derechos 

Humanos y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos.

Rango Constitucional

Estos principios tienen rango 

constitucional en virtud del artículo 1° de 

la Constitución Mexicana, reformado en 

2011, que incorpora los derechos humanos 

de fuente internacional al bloque de 

constitucionalidad.

Aplicación en el Proceso Penal

Los principios convencionales 

complementan y fortalecen la protección 

de derechos durante todo el proceso 

penal, ampliando las garantías de los 

imputados y las víctimas.



Convención Americana sobre Derechos Humanos

México ratificó la Convención en 1981 y aceptó la competencia contenciosa de la Corte IDH en 1998.

Artículo 8: Garantías Judiciales

Establece el derecho a ser oído por un 

tribunal competente, la presunción de 

inocencia, el derecho a la defensa, a no 

declarar contra sí mismo y a recurrir el 

fallo ante un juez superior.

Artículo 25: Protección Judicial

Garantiza el derecho a un recurso 

sencillo y rápido, el desarrollo de 

posibilidades de recurso judicial y el 

cumplimiento efectivo de las decisiones 

judiciales dictadas.

Aplicación en México

México ratificó la Convención en 1981 y 

aceptó la competencia contenciosa de 

la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos en 1998, incorporando estos 

principios a su sistema judicial.



Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Artículo 9

Establece el derecho a la libertad y seguridad personales, prohibiendo las detenciones arbitrarias y 

garantizando el derecho a ser informado de las razones de la detención.

Artículo 14

Garantiza la igualdad ante tribunales, presunción de inocencia, derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas y 

derecho a la defensa.

Artículo 15

Consagra el principio de legalidad y no retroactividad de la ley penal, salvo cuando sea más favorable.

México ratificó este Pacto en 1981, incorporando sus disposiciones al ordenamiento jurídico nacional.



Otros Instrumentos Internacionales Relevantes

Convención contra la Tortura

Establece la prohibición absoluta 

de la tortura y la obligación de 

investigar y sancionar estos actos.

Jurisprudencia 

Interamericana

Las sentencias de la Corte IDH han 

desarrollado estándares sobre 

debido proceso que son 

vinculantes para México.

Estatuto de Roma

Aunque enfocado en crímenes 

internacionales, establece 

estándares procesales relevantes 

para el sistema nacional.



Control de Convencionalidad

Obligación de las Autoridades

El control de convencionalidad es 

la obligación de todos los jueces y 

autoridades mexicanas de verificar 

la compatibilidad de las normas 

internas con la Convención 

Americana y otros tratados de 

derechos humanos.

Desarrollo por la Corte IDH

Esta doctrina fue desarrollada por 

la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos como 

mecanismo para garantizar la 

efectividad de los instrumentos 

internacionales.

Caso Radilla Pacheco

Fue adoptada por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación en el 

expediente Varios 912/2010 (Caso 

Radilla Pacheco), estableciendo un 

precedente fundamental en 

México.



Principio Pro Persona

Definición

Criterio hermenéutico 

que obliga a la 

interpretación más 

favorable a la persona 

en materia de derechos 

humanos.

Base Legal

Artículo 1°, párrafo 

segundo de la 

Constitución Mexicana 

tras la reforma de 2011.

Aplicación

En caso de conflicto entre normas, debe prevalecer la 

que otorgue mayor protección a la persona, 

independientemente de su jerarquía formal.



La Tutela Judicial Efectiva

Fundamento Constitucional

La tutela judicial efectiva es un 

derecho fundamental reconocido 

en el artículo 17 de la Constitución 

Mexicana, que garantiza a toda 

persona el acceso a los tribunales 

para la defensa de sus derechos e 

intereses legítimos.

Respaldo Internacional

Este principio también está 

consagrado en el artículo 25 de la 

Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, reforzando su 

importancia como garantía esencial 

en el sistema jurídico mexicano.

Aplicación Práctica

La tutela judicial efectiva asegura 

que cualquier ciudadano pueda 

acceder a los tribunales y obtener 

una resolución fundada en derecho, 

sin obstáculos procesales que 

impidan el ejercicio de este derecho.



Componentes de la Tutela Judicial Efectiva

Acceso a la Jurisdicción

Posibilidad real de acudir a los tribunales sin obstáculos económicos, geográficos o procedimentales excesivos.

Proceso con Garantías

Desarrollo del proceso conforme a las reglas del debido proceso y con respeto a los derechos fundamentales.

Resolución Fundada

Obtención de una sentencia motivada que resuelva las pretensiones planteadas.

Ejecución Efectiva

Cumplimiento real y efectivo de lo ordenado en la sentencia.



Acceso a la Justicia Penal

Para Víctimas

• Derecho a la verdad

• Derecho a la justicia

• Derecho a la reparación integral

• Derecho a medidas de no repetición

Para Imputados

• Derecho a una defensa adecuada

• Derecho a un juicio justo

• Derecho a la presunción de inocencia

• Derecho a recursos efectivos



Mecanismos Alternativos de Solución de 
Controversias

Mediación

Proceso en el que un tercero 

neutral facilita la 

comunicación entre las partes 

para llegar a un acuerdo.

Conciliación

Similar a la mediación, pero el 

conciliador puede proponer 

soluciones a las partes.

Justicia Restaurativa

Enfoque que busca reparar el 

daño causado por el delito 

mediante la participación 

activa de víctima, ofensor y 

comunidad.

Acuerdos Reparatorios

Convenios entre la víctima y el 

imputado para la reparación 

del daño, que pueden 

extinguir la acción penal.



Prohibición de la Tortura

La prohibición de la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes es absoluta y no admite excepciones bajo 

ninguna circunstancia.

Prohibición Absoluta

La prohibición de la tortura es 

absoluta y no admite excepciones 

bajo ninguna circunstancia, incluso 

durante estados de emergencia o 

conflictos.

Base Constitucional

Este principio está consagrado en el 

artículo 20, apartado B, fracción II de 

la Constitución Mexicana como 

garantía fundamental de los 

derechos humanos.

Tratados Internacionales

México ha ratificado diversos tratados 

internacionales que refuerzan la 

prohibición de la tortura como norma 

imperativa del derecho internacional.



Marco Normativo contra la Tortura

Constitución Política

Artículo 20, apartado B, fracción II: "Queda prohibida y será sancionada por la ley penal, toda 

incomunicación, intimidación o tortura."

Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura

Publicada en 2017, establece tipos penales y mecanismos de prevención e investigación de la tortura.

Convención contra la Tortura (ONU)

Ratificada por México en 1986, obliga al Estado a prevenir, investigar y sancionar actos de tortura.

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura

Ratificada por México en 1987, complementa las obligaciones internacionales en la materia.



Regla de Exclusión Probatoria

Concepto básico

Cualquier prueba obtenida 

mediante tortura, coacción o 

violación a derechos 

fundamentales debe ser excluida 

del proceso penal y no puede ser 

valorada por el juez.

Marco legal

Esta regla está establecida en el 

artículo 20, apartado A, fracción 

IX de la Constitución Mexicana y 

en el artículo 264 del Código 

Nacional de Procedimientos 

Penales.

Aplicación práctica

Los jueces deben evaluar la 

licitud de las pruebas 

presentadas y excluir aquellas 

que no cumplan con los 

estándares constitucionales, 

garantizando así un juicio justo.



Protocolo de Estambul

El Protocolo de Estambul es el Manual de Investigación y Documentación Efectiva sobre Tortura, Castigos y Tratamientos 

Crueles, Inhumanos o Degradantes, adoptado por la ONU en 1999.

Documentación Médica

Establece directrices específicas para 

la documentación médica de lesiones 

y secuelas físicas en casos donde se 

alegue tortura o malos tratos.

Evaluación Psicológica

Incluye protocolos para la evaluación 

psicológica de las víctimas, 

documentando el impacto emocional 

y mental de la presunta tortura.

Aplicación Obligatoria

La Suprema Corte ha establecido que 

su aplicación es obligatoria en México, 

debiendo ser implementado tanto por 

peritos oficiales como particulares en 

casos donde se alegue tortura.



Derecho a la Libertad Personal

El derecho a la libertad personal es un derecho fundamental reconocido tanto en la legislación nacional como 

internacional.

Protección Constitucional

El artículo 16 de la Constitución 

Mexicana garantiza que nadie puede 

ser privado de su libertad sin 

mandamiento escrito de autoridad 

competente.

Reconocimiento Internacional

Diversos instrumentos 

internacionales ratificados por México 

protegen el derecho a la libertad 

como valor fundamental.

Contra Detenciones Arbitrarias

Toda restricción a la libertad debe 

estar prevista en la ley y ser ordenada 

por autoridad competente mediante 

procedimientos establecidos.



Restricciones Legítimas a la Libertad

Flagrancia

Detención en el momento de cometer el delito 

o inmediatamente después (Art. 16 

Constitucional).

Caso Urgente

Cuando existe riesgo fundado de sustracción y 

se trata de delitos graves (Art. 16 

Constitucional).

Orden Judicial

Emitida por juez competente a solicitud del 

Ministerio Público (Art. 16 Constitucional).

Prisión Preventiva

Medida cautelar excepcional durante el 

proceso (Art. 19 Constitucional).



Control Judicial de la Detención

Presentación ante el Juez

Toda persona detenida debe ser 

puesta a disposición de un juez 

sin demora, quien verificará la 

legalidad de la detención en la 

audiencia inicial.

Verificación de Legalidad

El juez analiza meticulosamente 

las circunstancias de la 

detención para determinar si se 

cumplieron todos los requisitos 

constitucionales y legales.

Consecuencias Jurídicas

Si el juez determina que la 

detención fue ilegal, ordenará la 

inmediata libertad de la persona 

y las pruebas obtenidas durante 

la detención ilegal serán 

excluidas.



Prisión Preventiva

Prisión Preventiva Oficiosa

Procede automáticamente para ciertos delitos establecidos en el artículo 19 constitucional, como 

homicidio doloso, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos, entre otros.

Prisión Preventiva Justificada

Puede ser solicitada por el Ministerio Público cuando otras medidas cautelares no sean suficientes 

para garantizar la comparecencia del imputado, el desarrollo de la investigación o la protección de 

víctimas y testigos.

Duración Máxima

No puede exceder de dos años, salvo que su prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa 

del imputado (Art. 20, B, IX Constitucional).



Medidas Cautelares Alternativas

Presentación Periódica

Obligación de comparecer regularmente ante el 

juez o autoridad designada.

Localizador Electrónico

Dispositivo que permite monitorear la ubicación 

del imputado.

Prohibición de Salir del País

Retención de documentos de identidad y alerta 

migratoria.

Garantía Económica

Depósito de una cantidad de dinero para 

garantizar la comparecencia.



Interrelación entre Principios

Sistema Integrado

Los principios constitucionales y 

convencionales no operan de 

manera aislada, sino que 

conforman un sistema integrado 

de garantías para todas las 

partes del proceso penal.

Interpretación Armónica

La interpretación y aplicación de 

estos principios debe realizarse 

de manera armónica, buscando 

la máxima protección de los 

derechos humanos involucrados.

Legitimidad y Confianza

El respeto a estos principios es 

fundamental para la legitimidad 

del sistema de justicia penal y la 

confianza ciudadana en las 

instituciones.



Retos en la Implementación

Capacitación Insuficiente

Muchos operadores jurídicos aún no dominan completamente los 

principios y técnicas del sistema acusatorio.

Resistencia al Cambio

Persisten prácticas inquisitivas que contradicen el espíritu del nuevo 

sistema.

Recursos Limitados

Infraestructura, personal y presupuesto insuficientes para la correcta 

operación del sistema.

Sobrecarga del Sistema

El volumen de casos supera la capacidad institucional, generando 

retrasos y afectando la calidad de la justicia.



Conclusiones

1 Los principios constitucionales y convencionales conforman el marco normativo fundamental del 

proceso penal adversarial en México.

2 La reforma constitucional de 2008 transformó radicalmente el sistema de justicia penal, 

incorporando principios como publicidad, contradicción, inmediación y continuidad.

3 Los tratados internacionales ratificados por México complementan y fortalecen las garantías 

procesales establecidas en la Constitución.

4 La tutela judicial efectiva garantiza el acceso a la justicia tanto para víctimas como para 

imputados, con mecanismos que aseguran la equidad procesal.



La prohibición absoluta de la 

tortura y tratos crueles 

constituye un pilar 

fundamental del sistema, 

con mecanismos específicos 

para su prevención y 

sanción.

El derecho a la libertad 

personal solo puede ser 

restringido en casos 

excepcionales y bajo estricto 

control judicial.

La implementación efectiva 

de estos principios enfrenta 

retos importantes que 

requieren atención continua 

por parte de las autoridades.

El éxito del sistema 

acusatorio depende del 

compromiso de todos los 

operadores jurídicos con los 

valores y principios que lo 

sustentan.
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Observaciones Generales de la Unidad 4

Cambio Paradigmático

El sistema penal acusatorio 

mexicano, implementado a 

través de la reforma 

constitucional de 2008, 

representa un cambio 

paradigmático en la 

concepción de la justicia 

penal, transitando de un 

modelo inquisitivo a uno 

adversarial.

Perspectiva Dual

Esta unidad aborda los 

derechos fundamentales de 

los actores principales del 

proceso penal desde una 

doble perspectiva: 

constitucional (artículo 20 de 

la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos) y 

convencional (tratados 

internacionales ratificados 

por México).

Eje Rector

La protección de derechos 

fundamentales constituye el 

eje rector del sistema 

acusatorio, estableciendo un 

equilibrio entre la eficacia de 

la persecución penal y el 

respeto a las garantías 

individuales.



Marco Normativo Fundamental

Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos

Artículo 20: Establece los 

principios generales del 

proceso penal acusatorio y los 

derechos del imputado 

(apartado B) y de la víctima u 

ofendido (apartado C).

Código Nacional de 

Procedimientos Penales

Desarrolla y reglamenta los 

derechos constitucionales de 

las partes en el proceso penal.

Tratados Internacionales

Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, Pacto 

Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, Convención 

contra la Tortura, entre otros.



Principios Rectores del Sistema Acusatorio

Publicidad

Las audiencias son públicas para 

garantizar la transparencia del 

proceso, salvo excepciones 

legales.

Contradicción

Las partes pueden debatir los 

elementos probatorios en 

igualdad de condiciones.

Concentración

El desahogo de pruebas, el 

debate y la emisión de 

resolución deben realizarse en la 

misma audiencia.

Continuidad

Las audiencias no deben 

interrumpirse salvo por causas de 

fuerza mayor.

Inmediación

El juez debe presenciar 

directamente la producción de 

pruebas y argumentos de las 

partes.



Derechos del Imputado: Visión General

Fundamento Constitucional

El artículo 20, apartado B, de la 

Constitución Mexicana establece 

un catálogo de derechos mínimos 

para toda persona imputada.

Marco Legal Completo

Estos derechos son 

complementados por 

disposiciones del Código Nacional 

de Procedimientos Penales y 

tratados internacionales.

Equilibrio Procesal

Constituyen garantías 

fundamentales que limitan el 

poder punitivo del Estado y 

aseguran un proceso justo, 

equilibrando la eficacia de la 

persecución penal con el respeto a 

la dignidad humana.



Derecho a la Presunción de Inocencia

Fundamento Constitucional

La presunción de inocencia es el derecho 

fundamental más importante del 

imputado, reconocido en el artículo 20, 

apartado B, fracción I de la Constitución 

Mexicana. Este principio establece que toda 

persona debe ser tratada como inocente 

mientras no se declare su responsabilidad 

mediante sentencia firme, trasladando la 

carga de la prueba al Ministerio Público.

Tres Vertientes Jurídicas

La Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ha establecido que este derecho tiene tres 

vertientes fundamentales: como regla de 

trato procesal, como regla probatoria y 

como estándar de prueba.

Aplicación Práctica

La presunción de inocencia implica que las 

medidas cautelares deben ser 

excepcionales y proporcionales, 

prohibiéndose la presentación mediática de 

detenidos antes de su condena.



Derecho a la Defensa Adecuada

Defensa Técnica Profesional

Derecho a ser asistido por un abogado desde la detención y en todas 

las etapas del procedimiento (Art. 20, apartado B, fracción VIII 

Constitucional).

Defensor Público Gratuito

Si el imputado no puede o no quiere nombrar un defensor particular, 

el Estado debe proporcionarle un defensor público capacitado.

Comunicación Privada

Derecho a entrevistarse privadamente con su defensor en cualquier 

momento del proceso.

Acceso a la Investigación

Derecho a que su defensor tenga acceso a los registros de la 

investigación para una defensa efectiva.



Asistencia Consular para Extranjeros

El derecho a la asistencia consular está reconocido en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares y

ha sido incorporado al sistema jurídico mexicano como un derecho fundamental.

Marco Legal Internacional

La Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, en su Opinión Consultiva OC-

16/99, estableció que este derecho forma 

parte del debido proceso legal cuando 

se trata de personas extranjeras 

detenidas.

Derecho a la Notificación

El imputado extranjero tiene derecho a 

ser informado sin dilación de su derecho 

a comunicarse con representantes de su 

consulado y decidir si desea que se 

informe al consulado de su detención.

Asistencia y Protección

La persona extranjera tiene derecho a 

recibir visitas de funcionarios consulares, 

obtener asistencia legal y apoyo durante 

el proceso penal en un país extranjero.



No Autoincriminación y Derecho a 
Guardar Silencio

Fundamento Constitucional

Artículo 20, apartado B, fracción II: 

"A declarar o a guardar silencio. 

Desde el momento de su 

detención se le harán saber los 

motivos de la misma y su derecho 

a guardar silencio, el cual no podrá 

ser utilizado en su perjuicio."

Alcance del Derecho

Protege contra cualquier coacción 

física o psicológica para obtener 

declaraciones. El silencio no puede 

interpretarse como indicio de 

culpabilidad ni generar inferencias 

negativas.

Obligación de Informar

Las autoridades deben informar expresamente sobre este derecho desde el 

primer contacto. Cualquier declaración obtenida sin esta advertencia 

carece de valor probatorio.



Prohibición de Tortura y Tratos Crueles

La prohibición absoluta de la tortura es un pilar fundamental en el sistema jurídico mexicano, con múltiples mecanismos para su 

prevención, investigación y sanción.

Marco Constitucional

La prohibición de la tortura está 

reconocida en el artículo 20, apartado B, 

fracción II de la Constitución Mexicana, 

estableciendo garantías fundamentales 

para todas las personas imputadas.

Marco Legal Específico

La Ley General para Prevenir, Investigar y 

Sancionar la Tortura establece 

mecanismos específicos de prevención y 

determina la nulidad absoluta de 

cualquier prueba obtenida mediante 

tortura.

Estándares Internacionales

El Protocolo de Estambul constituye el 

estándar internacional para la 

documentación e investigación de casos 

de posible tortura, siendo de aplicación 

obligatoria para las autoridades 

mexicanas.



Derecho a un Juicio Público y 

Sin Dilaciones

Juicio Público

El artículo 20, apartado B, fracción V garantiza un juicio público 

ante juez o tribunal imparcial, que no haya conocido del caso 

previamente.

Plazo Razonable

La Constitución establece plazos máximos: 48 horas para 

presentar al detenido ante juez, 72 o 144 horas para resolver 

situación jurídica, y un año para juicio en casos complejos.

Excepciones a la Publicidad

La publicidad puede restringirse por razones de seguridad 

nacional, protección de víctimas o testigos, o cuando el tribunal 

lo considere necesario.



Derecho a la Información

El derecho a la información del imputado está consagrado en el artículo 20, apartado B, fracciones III y VI de la 

Constitución Mexicana. El Código Nacional de Procedimientos Penales desarrolla este derecho estableciendo la obligación 

de las autoridades de proporcionar información clara, precisa y en un lenguaje comprensible.

Conocimiento de los hechos y 

derechos

Derecho a conocer los hechos que se le 

imputan y los derechos que le asisten 

desde el momento de la detención.

Acceso a registros

Acceso a los datos y registros de la 

investigación para garantizar una 

defensa adecuada.

Información del procedimiento

Derecho a ser informado del desarrollo 

del procedimiento penal en todas sus 

etapas.



Derechos de la Víctima u Ofendido: Visión General

El artículo 20, apartado C de la Constitución Mexicana reconoce un conjunto de derechos fundamentales para las víctimas u ofendidos del 

delito, complementados por la Ley General de Víctimas y el Código Nacional de Procedimientos Penales.

Marco Constitucional

La Constitución establece los derechos 

fundamentales de las víctimas, elevándolos a 

rango constitucional para garantizar su 

protección efectiva.

Participación Activa

El sistema acusatorio convierte a la víctima 

en protagonista activa del proceso penal, 

superando el paradigma tradicional que la 

relegaba a un papel secundario.

Facultades Procesales

Las víctimas cuentan con facultades 

procesales específicas que equilibran el 

proceso penal y garantizan el acceso efectivo 

a la justicia.

Estos derechos buscan equilibrar el proceso penal, garantizando que la víctima tenga voz y representación adecuada en todas las etapas del 

procedimiento.



Derecho a la Reparación del 

Daño

Fundamento Constitucional

Artículo 20, apartado C, fracción IV: derecho a la reparación 

del daño, pudiendo solicitarla directamente.

Alcance Integral

La Ley General de Víctimas establece una reparación integral 

que incluye: restitución, rehabilitación, compensación, 

satisfacción y garantías de no repetición.

Mecanismos de Garantía

El juez no puede absolver al sentenciado de la reparación si 

ha emitido sentencia condenatoria. Existen fondos y 

fideicomisos estatales para garantizar la reparación.



Derecho a la Coadyuvancia

La coadyuvancia es el derecho de la víctima u ofendido a intervenir activamente en el proceso penal, reconocido en el artículo 20, 

apartado C, fracción II de la Constitución.

Proporcionar pruebas

La víctima puede aportar datos y medios 

de prueba durante la investigación que 

considere relevantes para esclarecer los 

hechos.

Solicitar diligencias

Tiene derecho a solicitar las diligencias 

que considere pertinentes para el 

esclarecimiento de los hechos.

Intervenir en el juicio

Puede intervenir activamente en el juicio 

e interponer recursos cuando considere 

que sus derechos han sido vulnerados.

El Código Nacional de Procedimientos Penales desarrolla este derecho permitiendo a la víctima constituirse como acusador 

coadyuvante, pudiendo formular acusación independiente a la del Ministerio Público.



Derecho a la Asesoría Jurídica

Fundamento Legal

Artículo 20, apartado C, fracción I 

de la Constitución: derecho a 

recibir asesoría jurídica, ser 

informado de sus derechos y del 

desarrollo del procedimiento 

penal.

Asesor Jurídico Público

La Ley General de Víctimas creó 

la figura del Asesor Jurídico de 

Víctimas, que proporciona 

representación legal gratuita a 

quienes no pueden costear un 

abogado particular.

Alcance de la Asesoría

Incluye orientación, 

representación y 

acompañamiento en todas las 

etapas del procedimiento, desde 

la denuncia hasta la ejecución de 

sentencia.



Protección de Datos Personales

El artículo 20, apartado C, fracción V de la Constitución garantiza la protección de la identidad y datos personales de víctimas, 

ofendidos y testigos.

Casos que requieren protección

• Menores de edad

• Delitos de violación, secuestro o trata 

de personas

• Cuando el juez lo considere 

necesario para su protección

Base constitucional

El artículo 20, apartado C, fracción V de 

la Constitución establece el derecho a la 

protección de identidad y datos 

personales como garantía fundamental 

para las víctimas.

Medidas de protección

El Código Nacional de Procedimientos 

Penales establece medidas específicas 

como el uso de iniciales en lugar de 

nombres completos, prohibición de 

fotografías y audiencias a puerta 

cerrada.



Derecho a Medidas de Protección

Fundamento 

Constitucional

Artículo 20, apartado C, 

fracción VI: derecho a solicitar 

medidas cautelares y 

providencias para la 

protección y restitución de 

sus derechos.

Tipos de Medidas

El Código Nacional de 

Procedimientos Penales 

contempla diversas medidas 

como prohibición de 

acercamiento, protección 

policial, cambio de residencia, 

entre otras.

Criterios de Aplicación

Las medidas deben ser 

proporcionales al riesgo, 

aplicarse con perspectiva de 

género y enfoque diferencial, 

y revisarse periódicamente.



Derecho a Impugnar Omisiones y Resoluciones

El artículo 20, apartado C, fracción VII de la Constitución reconoce el derecho de la víctima a impugnar ante autoridad judicial:

Omisiones del Ministerio Público

La víctima puede impugnar cuando el 

Ministerio Público omite diligencias 

necesarias en la investigación del delito.

Resoluciones Desfavorables

Derecho a impugnar resoluciones de 

reserva, no ejercicio o desistimiento de la 

acción penal que afectan el acceso a la 

justicia.

Suspensión sin Reparación

Posibilidad de impugnar la suspensión 

del procedimiento cuando no se ha 

satisfecho la reparación del daño a la 

víctima.

Este derecho se materializa a través de recursos específicos como el recurso innominado contra determinaciones del Ministerio

Público y el recurso de apelación contra resoluciones judiciales.



El Interés Superior de la Niñez en el Proceso Penal

Fundamento Jurídico

El interés superior de la niñez es un 

principio rector reconocido en el 

artículo 4° constitucional y en la 

Convención sobre los Derechos del 

Niño, que establece obligaciones 

específicas para todas las 

autoridades.

Aplicación en el Proceso Penal

Este principio adquiere especial 

relevancia en el ámbito penal cuando 

niñas, niños y adolescentes participan 

como víctimas o testigos, requiriendo 

procedimientos adaptados a sus 

necesidades.

Medidas Especiales

Las autoridades están obligadas a 

adoptar medidas especiales para 

garantizar la protección integral y el 

desarrollo pleno de los menores 

involucrados en procesos penales.



Protocolos Especializados para 

Niñez

Cámara de Gesell

Espacio especialmente 

diseñado para entrevistar a 

menores, evitando la 

revictimización y garantizando 

que su testimonio se obtenga 

en condiciones adecuadas.

Profesionales 

Especializados

Intervención de psicólogos 

infantiles, trabajadores sociales 

y otros especialistas 

capacitados en atención a 

menores víctimas de delitos.

Protocolos de Actuación

La Suprema Corte de Justicia ha emitido protocolos específicos para 

juzgar con perspectiva de infancia y adolescencia, de observancia 

obligatoria para todos los juzgadores.



Medidas Especiales para Menores Víctimas

El sistema procesal penal mexicano contempla medidas especiales cuando los menores participan como víctimas o testigos:

Prohibición de careos

Prohibición absoluta de careos 

con el imputado para evitar la 

revictimización y proteger la 

integridad emocional del 

menor.

Espacios adecuados

Declaración en lugares 

especialmente adaptados, sin 

contacto visual con el 

imputado, garantizando un 

entorno seguro y confortable.

Asistencia integral

Acompañamiento psicológico, 

jurídico y social durante todas 

las etapas del proceso para 

minimizar el impacto 

emocional.

Privacidad reforzada

Protección estricta de la 

identidad e imagen del menor, 

evitando su exposición pública 

y mediática durante el 

proceso.

La jurisprudencia de la Suprema Corte ha establecido que el testimonio de un menor debe valorarse considerando su desarrollo 

cognitivo y emocional, sin que esto implique restarle valor probatorio.



Derechos de Grupos Vulnerables en el Ámbito Penal

El sistema procesal penal mexicano reconoce la necesidad de adoptar un enfoque diferencial y especializado para garantizar el acceso a la justicia 

de grupos en situación de vulnerabilidad, conforme al artículo 1° constitucional y diversos tratados internacionales.

Personas Adultas Mayores

Adaptación de procedimientos y eliminación 

de barreras físicas y comunicacionales que 

dificultan el acceso a la justicia de personas de 

edad avanzada.

Personas Indígenas

Garantía de intérpretes culturales y lingüísticos, 

respeto a sistemas normativos propios y 

perspectiva intercultural en el proceso penal.

Personas con Discapacidad

Implementación de ajustes razonables y 

medidas de apoyo para garantizar 

participación efectiva y ejercicio pleno de 

derechos procesales.

Este enfoque implica adaptar los procedimientos, proporcionar ajustes razonables y eliminar barreras que impidan el ejercicio pleno de los 

derechos procesales de estos grupos.



Derechos de Personas 

Indígenas

Derecho a Intérprete y Traductor

Garantizado en el artículo 2° constitucional y en el Convenio 169 

de la OIT, asegura que la persona indígena comprenda y se 

haga comprender en el proceso.

Consideración de Contexto Cultural

Los juzgadores deben considerar las especificidades culturales, 

costumbres y sistemas normativos indígenas al valorar 

conductas y pruebas.

Defensa Culturalmente Adecuada

Derecho a contar con un defensor que conozca su lengua y 

cultura, o que trabaje con intérpretes y peritos culturales.



Derechos de Personas con Discapacidad

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la legislación mexicana establecen 

garantías específicas para este grupo:

Accesibilidad Integral

Garantía de accesibilidad 

física, comunicacional e 

informativa en todas las 

etapas del proceso penal, 

eliminando barreras 

arquitectónicas y de 

comunicación.

Formatos Accesibles

Derecho a recibir información 

en formatos accesibles como 

Braille, lengua de señas, 

lectura fácil y otros ajustes 

según el tipo de discapacidad.

Asistencia y Ajustes

Posibilidad de contar con 

asistencia personal de 

confianza y ajustes razonables 

al procedimiento según las 

necesidades específicas de 

cada persona.

La Suprema Corte ha establecido que la discapacidad nunca debe ser motivo para presumir 

inimputabilidad o incapacidad procesal, debiendo evaluarse caso por caso.



Perspectiva de Género en el 

Proceso Penal

Fundamento Jurídico

Derivado de la Convención 

Belém do Pará, la CEDAW y el 

artículo 1° constitucional, 

obliga a juzgar con 

perspectiva de género para 

identificar asimetrías de 

poder.

Protocolos Especializados

La SCJN ha emitido 

protocolos para juzgar con 

perspectiva de género, 

especialmente relevantes en 

casos de violencia sexual y 

familiar.

Valoración Probatoria

Implica evaluar el contexto de violencia, evitar estereotipos y dar 

valor reforzado al testimonio de la víctima en ciertos delitos.



Derechos de Personas Migrantes

Las personas migrantes en situación irregular enfrentan vulnerabilidades específicas en el proceso penal que el sistema jurídico

mexicano busca atender:

Derecho a la asistencia 

consular

Garantiza que toda persona 

extranjera pueda comunicarse 

con representantes de su país 

de origen para recibir 

asistencia durante el proceso 

penal.

No criminalización de la 

condición migratoria

La situación migratoria 

irregular nunca puede ser 

motivo para denegar acceso a 

la justicia o a servicios de 

atención a víctimas.

Intérpretes y traductores

Derecho fundamental para 

garantizar la comprensión del 

proceso y el ejercicio efectivo 

del derecho a la defensa.

Consideración de 

vulnerabilidad

En la imposición de medidas 

cautelares, debe considerarse 

la situación específica de 

vulnerabilidad de la persona 

migrante conforme a la Ley de 

Migración.



Garantías para una Investigación Eficaz y Sin Dilaciones

El sistema acusatorio mexicano establece garantías para asegurar que las investigaciones penales sean efectivas, profesionales y respetuosas de los 

derechos humanos:

Investigación Profesional

El nuevo sistema promueve la 

profesionalización de las investigaciones 

penales, empleando métodos científicos y 

protocolos estandarizados para evitar errores y 

sesgos en la recolección de evidencia.

Control Judicial

Supervisión judicial permanente durante la 

investigación para prevenir abusos, garantizar 

el respeto a los derechos humanos y evitar la 

fabricación de culpables, problema histórico 

del sistema anterior.

Plazos Razonables

Establecimiento de plazos definidos para las 

diferentes etapas del proceso, evitando 

dilaciones injustificadas que afecten tanto a 

víctimas como a imputados y combatiendo la 

revictimización durante investigaciones 

deficientes.

Estas garantías buscan superar problemas históricos del sistema de justicia mexicano como la impunidad, la fabricación de culpables y la 

revictimización durante investigaciones deficientes.



Profesionalización de la 
Investigación

Policía de Investigación

Cuerpos policiales especializados bajo la conducción jurídica 

del Ministerio Público, con capacitación en técnicas 

científicas de investigación.

Servicios Periciales

Expertos en diversas disciplinas científicas que aportan 

conocimientos especializados para el esclarecimiento de los 

hechos.

Ministerio Público

Responsable de dirigir la investigación, garantizar la legalidad 

de las actuaciones y ejercer la acción penal cuando 

corresponda.



Control Judicial de la Investigación

El sistema acusatorio introdujo la figura del Juez de Control como garante de los derechos fundamentales durante la 

investigación, con facultades para:

Autorización de técnicas

Autorizar técnicas de 

investigación que puedan 

afectar derechos 

fundamentales

Medidas cautelares

Resolver sobre medidas 

cautelares para asegurar la 

presencia del imputado y 

proteger a las víctimas

Control de plazos

Controlar plazos de la 

investigación para evitar 

dilaciones injustificadas

Resolución de 

impugnaciones

Resolver impugnaciones 

contra actuaciones del 

Ministerio Público

Este control judicial constituye un contrapeso al poder investigativo del Estado, asegurando que la búsqueda de la 

verdad se realice dentro de los límites constitucionales.



Plazos Razonables en la 

Investigación

1 Investigación Inicial

Sin plazo definido hasta la judicialización, pero sujeta al término de 

prescripción del delito y al derecho a una justicia pronta.

2 Investigación Complementaria

Plazo de 2 a 6 meses según la complejidad del caso, prorrogable 

justificadamente.

3 Etapa Intermedia

30 a 40 días para el ofrecimiento y admisión de pruebas.

4 Juicio Oral

Sin plazo específico, pero la Constitución establece un máximo de 1 

año para todo el proceso en casos complejos.



Conclusiones: 

1 Equilibrio Procesal

El sistema acusatorio mexicano busca un 

equilibrio entre los derechos del imputado y 

de la víctima, superando el paradigma 

inquisitivo que privilegiaba la persecución 

penal sobre las garantías individuales.

2 Doble Perspectiva

La protección de derechos en el proceso 

penal tiene una doble dimensión: 

constitucional (artículo 20) y convencional 

(tratados internacionales), creando un 

bloque de constitucionalidad.

3 Presunción de Inocencia

Constituye el eje rector de los derechos del 

imputado, con tres vertientes: como regla 

de trato, como regla probatoria y como 

estándar de prueba.

4 Protagonismo de la Víctima

El sistema acusatorio reconoce a la víctima 

como protagonista del proceso con 

derechos procesales activos, superando su 

rol tradicional de mero espectador.



Enfoque Diferencial

El reconocimiento de necesidades 

específicas de grupos vulnerables 

(niñez, indígenas, personas con 

discapacidad, etc.) es esencial 

para garantizar un acceso 

igualitario a la justicia.

Control Judicial

La figura del Juez de Control 

como garante de derechos 

durante la investigación 

constituye un contrapeso 

fundamental al poder punitivo del 

Estado.

Profesionalización

La eficacia del sistema depende 

de la profesionalización de todos 

los operadores: policías, peritos, 

ministerios públicos, defensores, 

asesores jurídicos y jueces.

Retos Pendientes

Persisten desafíos en la 

implementación práctica de estos 

derechos, especialmente en 

materia de capacitación, recursos 

y superación de prácticas 

inquisitivas arraigadas.
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